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1.- VISTOS

Una vez se ha desatado en el Juzgado de primera instancia el recurso de reposición interpuesto, se pronuncia la Sala sobre la apelación subsidiaria interpuesta por el profesional del derecho que representa los intereses del señor FERNEY DE JESÚS FRANCO GÓMEZ, contra el auto interlocutorio proferido el cinco (05) de octubre del corriente año, por medio del cual el señor Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira revocó la prisión domiciliaria que se le había concedido.

2.- PROVIDENCIA

Señala que el INPEC, por medio de la persona encargada de verificar las condiciones en que se cumplía la prisión domiciliaria, informó que el señor FERNEY DE JESÚS FRANCO -sujeto a tal sustituto- no fue encontrado en su lugar de residencia el día nueve (9) de septiembre de dos mil cinco (2005), momento en que una hermana del sentenciado informó que éste se había desplazado al municipio de La Hormiga en el departamento del Putumayo.

Frente a lo anterior,  el despacho trató de obtener la versión del sentenciado, lo cual no fue posible dado que no pudo localizarse para que pudiera descorrer el traslado. La Secretaría de tal despacho, mediante llamada telefónica corroboró lo informado, en el sentido que el beneficiado se había ido hacía tres (3) meses para el citado municipio.

No obstante, el defensor manifestó que su mandante nunca tuvo la intención de eludir los mandatos legales, su viaje se debió a circunstancias familiares y obligaciones civiles que lo obligaron a desplazarse al Departamento del Putumayo. Tal explicación no fue de recibo para el Juzgado, en vista que no se demostró el apremiante estado de necesidad, con mayor razón cuando la sustitución de la prisión tuvo su origen en la enfermedad que presentaba el interno, que según concepto médico (neurocirugía) requería atención especializada ante la dificultad para realizar las actividades diarias. En ese entendido, al haber recobrado la normalidad, lo procedente era retornar a la prisión formal.

Estimó que en efecto, se había producido un incumplimiento de las obligaciones que se habían adquirido al otorgarse el sustituto y ello por sí solo era suficiente para revocar la reclusión domiciliaria otorgada, por lo cual dispuso su traslado a un centro penitenciario y dispuso la expedición de la correspondiente orden de captura.

3.- recurso

En el escrito pertinente, el abogado afirma que ya se explicaron las razones del accionar de su patrocinado, fundamentado en el principio de la buena fe que siempre ha desplegado.

De otro lado, menciona que son aplicables al presente caso las disposiciones contenidas en los artículos 310 y 311 de la Ley 600 –sic- de 2004, dado que no hay peligro para la comunidad, además, es persona discapacitada que se encuentra en silla de ruedas y carente de fuerzas. Si se trasladó a otro lugar del país fue con el ánimo de buscar ayuda para su familia y no para eludir la justicia penal.

Solicita la revocatoria de la decisión y se mantenga la detención domiciliaria.

4. RESPUESTA DEL JUZGADO

Mediante auto del pasado dos (2) de noviembre el Juzgado decidió no reponer la decisión tomada, para ello se fundamentó en que no se había presentado ninguna actuación de mala fe, era una verdad que el interno sin autorización previa se había ausentado del lugar de reclusión y ello comportaba violación de las obligaciones contraídas, con lo cual se creaba una prerrogativa que no tenían los demás sentenciados que cumplen la pena en su casa y que pese a tener las mismas o incluso necesidades económicas cumplían con lo impuesto.

Sobre la favorabilidad alegada con base en las normas aludidas en el recurso, dijo que las mismas operaban al momento de sustituirse la pena y no posteriormente, pero de todas maneras no significaba que una vez concedido el sustituto, el sentenciado pudiera hacer lo que quisiera, haciendo caso omiso de los controles que le atañen al INPEC y a otros despachos.

En cuanto a su condición de minusválido, si bien las normas constitucionales lo protegían, ello no conllevaba que pudiera burlar la prisión domiciliaria que lo cobijaba única y exclusivamente por su estado de salud. En caso de recuperarse, lo indicado no era salir de la reclusión sino el retorno a la prisión formal, salvo que se cumplieran los requisitos para obtener la libertad condicional.

5.-  SE CONSIDERA 

La prisión domiciliaria constituye un mecanismo PARALELO a la privación efectiva intramuros. Esta figura sólo es aplicable para excepcionales casos en los que, aparte de los requisitos procesales, las condiciones familiares y personales del procesado permiten inferir que no  pondrá en peligro a la comunidad. 

Empero, la prisión domiciliaria significa ni más ni menos que se homologa la residencia o el lugar escogido por el sentenciado como sitio de reclusión, con el centro carcelario. Significa ello,  que la restricción sobre la libertad de locomoción continúa en toda su vigencia y que la única diferencia es que la pena se cumplirá también intramuros, pero rodeado de su entorno familiar. Esta situación es de todos conocida, en especial por quienes acceden a tal sustituto, porque es requisito indispensable para su concesión, el compromiso de cumplir las condiciones que se han impuesto para su disfrute. A ese respecto, basta con observar el acta de fecha veinticinco (25) de febrero de dos mil cinco (2005) firmada en la ciudad de Armenia, donde en el literal a), el beneficiado se comprometió a: Cuando sea del caso, solicitar al funcionario judicial autorización para cambiar de residencia
.

Por manera que el señor FRANCO GÓMEZ sabía que antes de abandonar su sitio de reclusión era requisito indispensable contar con la aprobación del Juzgado que vigilaba el cumplimiento de la pena impuesta. Como quedó debidamente establecido, tal autorización es previa y en el presente caso, no hay una razón válida que justifique que se haya decidido motuo proprio  cambiar no sólo de residencia sino de jurisdicción, para luego tratar de obtener el beneplácito de la autoridad judicial.

Esa no es la forma como está diseñado el sistema que regula la prisión domiciliaria y por ende, al verificarse el incumplimiento de las obligaciones contraídas, lo prudente y obligado era la revocatoria del beneficio, dado que al ser concedido por razones médicas existe una gran probabilidad de que el interno ya no requiera de la gracia que le fue concedida. De todas maneras, de persistir las condiciones que originaron el traslado a su residencia se podrán elevar las peticiones pertinentes, para que la judicatura previa verificación del estado de salud del petente se pronuncie al respecto.

De otro lado, las normas aludidas por el profesional del derecho que representa los intereses del sancionado, no tienen aplicación cuando ya se ha proferido sentencia que desestabilice la presunción de inocencia, principal destinataria de los beneficios excarcelatorios contemplados en las normas del sistema acusatorio Colombiano. Aquí estamos frente a un fallo condenatorio debidamente ejecutoriado y, por ende, no son aplicables indiscriminadamente las disposiciones que orientan las medidas de aseguramiento. Lo que podría aplicar sería la suspensión de la privación de la libertad, fundamentada en las condiciones médicas que presente el sentenciado, y para ello es indispensable que se le presenten al Juez elementos de juicio actualizados, que necesariamente exigen la presencia del sentenciado, reguladas ya sea en la Ley 600 de 2000 (Art. 362) o en la 906 de 2004 (Artículos 314 y 461), que para el caso, conservan la misma estructura y pueden indistintamente ser aplicadas al caso concreto del señor FRANCO GÓMEZ.

En consecuencia, ante la claridad del asunto, la decisión impugnada merece confirmación.

4.- DECISIÓN 

Por lo expresado, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, CONFIRMA el proveído objeto de revisión en virtud del recurso de apelación interpuesto.

CÓPIESE, COMUNÍQUESE  Y DEVUÉLVASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE             VICENTE RODRÍGUEZ FEO

  JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO

   WILSON FREDY LÓPEZ
      Secretario de la Sala           

� Cfr. Folio 156
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